






















































































































































































































































































































































 

LUZ PATRICIA QUINTERO CALLE 

Magistrada Ponente 

 
REFERENCIA:  CUMPLIMIENTO ACCIÓN DE TUTELA - SENTENCIA DE  

    REEMPLAZO 

RADICACIÓN.  11001 31 05 004 2018 00355 01 

DEMANDANTE:  RUBI STHELLA DE LOS RÍOS LÓPEZ 

DEMANDADOS:  ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES, SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE 

FONDOS DE PENSIONES CESANTÍAS PORVENIR SA, 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PROTECCIÓN SA 

 

Bogotá DC, veintidós (22) de julio de dos mil veintidós (2022). 

 

En la fecha, en cumplimiento de la orden impartida por la Sala de Casación 

Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia CSJ STL8799-2022 y de 

lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley 2213 de 2022, se reunieron los 

Magistrados que integraban la Sala Quinta de Decisión Laboral del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá DC, con la finalidad de proferir la 

sentencia de reemplazo en el grado jurisdiccional de consulta que se surte en 

favor de Colpensiones, de la sentencia proferida el 27 de marzo de 2019, por el 

Juzgado 4° Laboral del Circuito de Bogotá DC. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

Pretende la demandante, que se declare la nulidad o ineficacia del traslado 

efectuado del Régimen de Prima Media con Prestación Definida (RPMPD) al 

Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS), y que todas las afiliaciones 

efectuadas con posterioridad en el RAIS carecen de validez jurídica; en 

consecuencia, que se condene a Porvenir a trasladar a Colpensiones la totalidad 

del capital acumulado y los rendimientos que se encuentran en su cuenta de 

ahorro individual, y se condene a esta última a activar su afiliación en el régimen 

de prima media con prestación definida y a tener en cuenta que es beneficiaria 

del régimen de transición del art. 36 de la Ley 100 de 1993 (f.° 5, 6)  
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Como fundamento relevante de sus pretensiones, expuso que nació el 13 

de abril de 1956; cotizó a Cajanal a partir del 10 de julio de 1986, pero a 1° de 

abril de 1994 estaba afiliada al ISS y contaba con 37 años de edad; en marzo de 

2000, Colmena hoy Protección SA, la persuadió para vincularse al RAIS, cuando 

tenía 44 años de edad y 11 años de cotizaciones, equivalentes a 571 semanas en 

el ISS y Cajanal; sin que le hubiera puesto de presente previo a la afiliación, las 

implicaciones, ventajas y desventajas de cambiarse de régimen pensional, ni 

calculó su bono pensional o que podía recuperar los beneficios de la transición, 

tampoco realizó un comparativo pensional entre uno y otro régimen, y similar 

situación sucedió con Porvenir SA, entidad a la que se trasladó en junio de 2003; 

actualmente cuenta con 1501,9 semanas de cotización, y tiene más de 750 

semanas para el 25 de julio de 2005; solicitó el 8 de noviembre de 2017 a 

Protección SA y a Porvenir SA, anular su afiliación, y a Colpensiones, activarla 

en su sistema (f.° 6-9).  

 

II. TRÁMITE PROCESAL 

 

La demanda se admitió el 6 de julio de 2018, ordenándose su notificación 

y traslado a las demandadas (f.° 101).   

  

Colpensiones se opuso y para tal efecto, formuló como excepciones de 

mérito las de Imposibilidad de declaratoria de nulidad del traslado, Ausencia de 

vicios del consentimiento en la suscripción del contrato de afiliación, 

Imposibilidad jurídica de efectuar la activación de la afiliación de la demandante 

en el régimen de prima media con prestación definida, Buena fe, Prescripción, y 

Compensación (f.° 114-122).  

 

Porvenir SA presentó oposición y propuso en su defensa las excepciones 

denominadas Prescripción, Falta de causa para pedir, Inexistencia de las 

obligaciones demandadas, Buena fe, Prescripción de obligaciones laborales de 

tracto sucesivo, Enriquecimiento sin causa, Inexistencia de algún vicio del 

consentimiento al haber tramitado la demandante formulario de vinculación al 

fondo de pensiones, y Debida asesoría del fondo (f.° 141-148). 
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Protección SA formuló como excepciones de mérito las de Buena fe, y Falta 

de competencia de Protección para autorizar el traslado de la demandante al 

régimen de prima media (f.° 174-178). 

 
La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, guardó silencio pese a 

haber sido notificada (f.º 113).  

 

III. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

El Juzgado 4° Laboral del Circuito de Bogotá DC, en sentencia del 27 de 

marzo de 2019, declaró la nulidad de la afiliación de la demandante al RAIS 

administrado por Protección SA, en consecuencia, ordenó a Porvenir SA, 

trasladar a Colpensiones el saldo existente en la cuenta de ahorro individual de 

la demandante, con sus correspondientes rendimientos, y a su vez, ordenó a esta 

entidad, aceptar el traslado al régimen de prima media con prestación definida, 

declaró que la demandante es beneficiaria del régimen de transición del art. 36 

de la Ley 100 de 1993, absolvió a las demandadas de las demás pretensiones 

incoadas en su contra, y se abstuvo de imponer costas. 

 

En lo que interesa a la alzada, consideró que no hay prueba de la que se 

desprenda la información que le fue proporcionada a la demandante al 

trasladarse del RPMPD al RAIS, aunado a que la nulidad de traslado no está 

sometida al término trienal de prescripción, en tratándose de un asunto 

estrechamente ligado a la construcción de un derecho pensional, que aún no se 

ha causado. Añadió que al 1º de abril de 1994 tenía 37 años de edad y a 25 de 

julio de 2005 contaba con un total equivalente a 850,28 semanas cotizadas 

sumando los tiempos de servicio al sector público y las semanas cotizadas en el 

ISS y en Porvenir SA, de modo que conservó el régimen de transición hasta el 31 

de diciembre de 2014 (f.º 201-204).  

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

De conformidad con lo consagrado en el artículo 69 del CPTSS, el problema 

jurídico a resolver, consiste en verificar si el traslado de régimen pensional de la 

aquí demandante estuvo viciado o no de nulidad, o en su defecto, si se tornó en 

ineficaz, por falta de información suficiente previa al traslado, en los términos 
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establecidos en la sentencia CSJ STL8799-2022 de la Sala de Casación Laboral, 

mediante la cual se dejó sin efectos la decisión proferida el 23 de octubre de 2019, 

por esta Corporación, y se ordenó dictar una nueva de reemplazo, teniendo en 

cuenta las consideraciones del fallo de tutela. 

 

En tal sentido, se encuentra que la Sala de Casación Laboral de la Corte 

Suprema de Justicia, actuando como sentenciador constitucional, expuso: 

 

[…] lo cierto es que esta Sala desde el año 2008 ha venido decantando una línea de 
pensamiento que postula la necesidad del cumplimiento idóneo del deber de información 
de parte de la administradora de pensiones para validar el cambio de régimen pensional 

(sentencia radicación 31989 de 9 de septiembre de 2008), deber de información que hoy 
es claro no se suple con el simple hecho de llenar o suscribir un formulario de inscripción, 
registro o afiliación al nuevo régimen pensional, y doctrina que ha ido ampliándose hasta 

llegar, entre otras, a la sentencia de casación CSJ SL4426- 2019, en la cual en su 
momento precisó que (i) la suscripción del formulario de vinculación en modo alguno 

podía entenderse como un consentimiento informado; (ii) la carga probatoria atribuida al 
afiliado de acreditar que su vinculación al fondo privado de pensiones fue producto de 
engaño era una inversión desequilibrada de las obligaciones procesales; (iii) la procedencia 

de la ineficacia no depende de que se compruebe la intención de retornar al régimen 
público de pensiones dentro de los 10 años anteriores al cumplimiento de la edad 

pensional; y (iv) no es ineludible que el afiliado pertenezca al régimen de transición.  
 
Puntualmente, en la mencionada decisión esta sala desarrolló las siguientes 

elucubraciones sobre los aspectos atrás aludidos:  
 
[…] la simple firma del formulario al igual que las afirmaciones consignadas en los 

formatos pre-impresos, son insuficientes para dar por demostrado el deber de 
información. Esos formalismos, a lo sumo, acreditan un consentimiento sin vicios, pero 

no informado.  
Sobre el particular esta Sala ha sentado un precedente consistente, en sedas providencias 
que datan de 2008 y, recientemente, entre otras, en sentencias CSJ SL12136-2014, CSJ 

SL17595-2017, CSJ SL19447-2017, CSJ SL1452-2019, CSJ SL1688-2019, CSJ SL1689-
2019, CSJ SL3464-2019 y CSJ SL4360-2019, en las que ha adoctrinado que desde que 

se implementó el Sistema Integral de Seguridad Social en pensiones y se concibió la 
existencia de las administradoras de pensiones, se estableció también en cabeza de estas 
entidades el deber de ilustrar a sus potenciales afiliados, en forma clara, precisa y 

oportuna, de las características de cada uno de los dos regímenes pensionales, con el fin 
de que pudieran tomar decisiones informadas. 
[…]  

 
[…] si se arguye que al momento de surtirse la afiliación, el fondo de pensiones no 

suministró información veraz y suficiente, pese a que debía hacerlo, tal afirmación se 
acredita con el hecho positivo contrario, esto es, que se suministró la asesoría en forma 
correcta. Entonces, como el afiliado no puede acreditar que no recibió información, 

corresponde a su contraparte demostrar que sí la brindó, dado que es quien está en 
posición de hacerlo.  
 

Esa visión de la inversión de la carga de la prueba también tiene asidero en el artículo 
1604 del Código Civil cuyo tenor enseña que «la prueba de la diligencia o cuidado incumbe 

al que ha debido emplearlo», de donde sigue la conclusión incontrastable que corresponde 
al fondo de pensiones acreditar la realización de todas las actuaciones necesarias a fin de 
que el afiliado conociera las implicaciones del traslado de régimen pensional.  

 
Y es que no puede ser de otra manera, en cuanto no es dable exigir a quien está en 

desventaja probatoria el esclarecimiento de hechos que la otra parte está en mejor 
posición de ilustrar. En este caso, pedir al afiliado una prueba de este alcance es un 
desatino, en la medida que (i) la afirmación de no haber recibido información corresponde 

a un supuesto negativo indefinido que solo puede desvirtuarlo el fondo de pensiones 
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mediante la prueba que acredite que cumplió esta obligación; (ii) la documentación 

soporte del traslado debe conservarse en los archivos del fondo, dado que (iii) es esta 
entidad la que está obligada a observar la obligación de brindar información y, más aún, 
probar ante las autoridades administrativas y judiciales su pleno cumplimiento (CSJ SL 

19447-2017, CSJ SL1452-2019, CSJ SL1688-2019 y CSJ SL1689-2019). 
 
Además, las entidades financieras por su posición en el mercado, profesionalismo, 

experticia y control de la operación tienen una clara preeminencia frente al afiliado lego. 
A tal grado es lo anterior, que incluso la legislación (art. 11, literal b), L. 1328/2009), 

considera una práctica abusiva la inversión de la carga de la prueba en disfavor de los 
consumidores financieros.  
 

Bajo estas someras consideraciones viene concluir, sin dubitación alguna, que hubo un 
apartamiento inconsulto e injustificado por parte del juez plural de las nociones fijadas 

en el precedente jurisprudencial de esta Sala de Casación Laboral sobre el tema debatido, 
órgano al que valga recordar la Constitución Política le asignó, entre otras, la función de 
unificar la jurisprudencia en los asuntos del trabajo y la seguridad social. 

 
A este respecto vale traer a colación el deber procesal de los jueces de observar la 
jurisprudencia unificada de las Cortes de cierre de las distintas jurisdicciones; y la 

necesidad de que su apartamiento de aquella se produzca sobre razonamientos válidos, 
expresos y explícitos, pues no de otra manera se preserva por éstos el bien superior de la 

seguridad jurídica y se permite a las Cortes someter a su estudio esos nuevos 
razonamientos.  
 

Y es que afirmaciones como que la consecuencia jurídica de sostener en la demanda que 
la información recibida fue nula o lo fue pero no en el grado de suficiencia para los efectos 
perseguidos debe leerse en perjuicio de la afiliada, no guarda simetría con el deber de 

información y carga de su prueba que a ese respecto compete asumir a la administradora 
de riesgos; o la de que el artículo 1604 del Código Civil no es susceptible de un juicio de 

adecuación a la posición del afiliado en frente de la administradora cuando ésta logra el 
traslado de régimen pensional que perjudica a la postre los intereses de aquél, porque no 
se está ante una relación contractual, cuando quiera que la relación jurídica de afiliación 

es precisamente creadora de una situación jurídica de la cual es que se derivan --en 
conjunto con la relación jurídica de cotización-- las obligaciones del sistema ante la 

ocurrencia de las diversas contingencias causa material del derecho pensional; o la de 
que el principio de la realidad sobre las formas no resulta aplicable a la suscripción de los 
formularios de afiliación, por cuanto la mera suscripción del documento es reflejo de un 

consentimiento pleno y eficazmente informado, cuando quiera que el dicho principio nutre 
toda la teleología de relaciones de subordinación o adhesión como las del trabajo y de la 
seguridad social, no pueden tener cabida para derruir la premisa del derecho social de 

que todo lo que sea contrario a la normativa deviene en ineficaz. 

 

De acuerdo a lo anterior, se encuentra acreditado dentro del plenario que: 

i) la demandante nació el 13 de abril de 1956 (f.º 3); ii) prestó servicios al extinto 

Inurbe, entre el 10 de julio de 1986 y el 9 de agosto de 1990, y para la Dian del 

27 de abril de 1992 al 31 de diciembre de 1994, tiempos que fueron cotizados a 

Cajanal hoy liquidada (f.° 36-39, 47-53); iii) cotizó al extinto ISS desde el 19 de 

diciembre de 1990 hasta el 31 de marzo de 2000, un total de 230,71 semanas 

(f.º 19-21); iv) el 30 de marzo de 2000 se trasladó al RAIS administrado por la 

AFP Colmena AIG SA, con fecha de efectividad desde el 1º de mayo siguiente (f.º 

40, 158, 179, 188); v) se afilió a Porvenir SA, desde el 27 de octubre de 2003, 

entidad a la que actualmente se encuentra vinculada (f.° 164);  vi) ha efectuado 

cotizaciones al RAIS por un tiempo equivalente a 707 semanas (f.º 24-34, 149-

157).; y que vii) la afiliada no recibió la información suficiente previa al traslado 
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inicial de régimen pensional que suscribió, sin que se allegara prueba por la 

administradora de fondos de pensiones de la información suministrada en esa 

oportunidad, para establecer la existencia de un verdadero consentimiento 

informado.  

 

En consecuencia, de conformidad con la orden de tutela impartida y la 

jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia 

allí citada, había lugar a declarar la ineficacia del traslado efectuado al régimen 

de ahorro individual, por tanto, se retrotrae la situación al estado en el que se 

hallaría si el acto jamás hubiera existido, dejando sin efecto también los traslados 

posteriores, y las administradoras de fondos de pensiones respectivas deben 

devolver con destino a Colpensiones, la totalidad de aportes pensionales 

efectuados con ocasión del traslado, así como los rendimientos financieros, 

bonos pensionales,  primas de seguros previsionales, porcentaje destinado al 

fondo de garantía de pensión mínima y gastos de administración, debidamente 

indexados y con cargo a sus propios recursos, debidamente discriminados con 

sus respectivos valores y con el detalle pormenorizado de los ciclos, IBC, aporte 

pagado (CSJ SL1022-2022, CSJ SL1017-2022, CSJ SL1125-2022). 

 

Por lo expuesto, se modificará el numeral primero de la sentencia 

consultada, en el sentido de declarar al ineficacia del traslado de régimen 

pensional efectuada por Rubi Sthella de los Ríos López al RAIS; así mismo, se 

adicionará el numeral segundo, para ordenar también a la AFP la devolución de 

la totalidad de los conceptos mencionados, debidamente indexados, y en igual 

sentido disponer respecto a la AFP Protección, antes Colmena AIG.  

 

Sin costas en el cumplimiento del fallo de tutela referido, ante su no 

causación.  

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Quinta de Decisión Laboral del 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ DC, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad 

de la Ley, 

 

RESUELVE: 
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PRIMERO: MODIFICAR los numerales PRIMERO y SEGUNDO de la 

sentencia proferida el 27 de marzo de 2019, por el Juzgado 4º Laboral de Circuito 

de Bogotá DC, en cumplimiento de la orden impartida por la Sala de Casación 

Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia CSJ STL8799-2022, de 

acuerdo con lo expuesto en la parte motiva, los que quedarán así: 

 
PRIMERO: DECLARAR la ineficacia del traslado que RUBI STELLA DE LOS RÍOS 
LÓPEZ efectuó el 30 de marzo de 2000 del Régimen de Prima Media con Prestación 
Definida al régimen de ahorro individual con solidaridad, a través de AFP Colmena 
AIG SA, hoy Protección SA.  

  
SEGUNDO: CONDENAR a la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR SA, a trasladar a COLPENSIONES la totalidad 
de aportes pensionales y saldos de la cuenta de ahorro individual de RUBI STELLA 

DE LOS RÍOS LÓPEZ, así como sus rendimientos financieros, bonos pensionales, y el 
valor descontado por concepto de primas de seguros previsionales, porcentaje 
destinado al fondo de garantía de pensión mínima y gastos de administración, 
debidamente indexados y con cargo a sus propios recursos, discriminados con sus 

respectivos valores y con el detalle pormenorizado de los ciclos, IBC y aporte pagado, 
para lo que se concede un término de un mes; y, a la ADMINISTRADORA DE FONDOS 
DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN SA, a trasladar a COLPENSIONES los 

valores descontados sobre los aportes efectuados durante el tiempo en el que la 
demandante estuvo vinculada a la AFP Colmena AIG SA, por concepto de primas de 
seguros previsionales, porcentaje destinado al fondo de garantía de pensión mínima 
y gastos de administración, debidamente indexados y con cargo a sus propios 

recursos, discriminados con sus respectivos valores y con el detalle pormenorizado 
de los ciclos, IBC y aporte pagado. 

 

SEGUNDO: CONFIRMAR en lo demás la sentencia consultada, en 

cumplimiento de la orden impartida por la Sala de Casación Laboral de la Corte 

Suprema de Justicia, en sentencia CSJ STL8799-2022, acorde con lo expuesto 

en la parte motiva de esta decisión. 

 

TERCERO: SIN COSTAS en esta instancia, ante su no causación. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

LUZ PATRICIA QUINTERO CALLE 

Magistrada 

 

 

 

MARLENY RUEDA OLARTE  

Magistrada 

ÁNGELA LUCÍA MURILLO VARÓN 

Magistrada 
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